
 

 

 
 
 

     

 
El decreto ley 3/2020 vuelve a reconocer a los 

centros especiales de empleo de iniciativa social 
en la reserva de contratos públicos 

Madrid, 14 de febrero de 2020. La nueva legislación sobre contratación pública para 
los llamados sectores excluidos, que complementa la general aprobada en 2017, 
vuelve a reconocer a la iniciativa social en el ámbito de la inclusión laboral de las 
personas con discapacidad, respaldando su papel en la generación y mantenimiento 
del empleo para este grupo social. 

 
El Real Decreto Ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se 
incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea 
en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores, publicado en el 
Boletín Oficial del Estado del pasado día 5 de febrero, repite el esquema de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre de Contratos del Sector Público y reserva un porcentaje de 
licitaciones públicas exclusivamente a centros especiales de empleo de iniciativa social, 
no a los de iniciativa privada. En concreto, este punto está en el artículo 65 sobre 
contratos públicos. 

A continuación realizamos un breve análisis de los artículos que os pueden interesar:  

  
• El artículo 27.2 contempla, dentro de los Principios de la contratación, el 

acceso a la contratación pública con las empresas de Economía Social y se 
incorporan de forma obligatoria criterios sociales y medioambientales para 
obtener una mejor relación calidad-precio en la contratación: 

  
“2. En toda contratación sujeta a este real decreto-ley se incorporarán de 
manera transversal y preceptiva criterios sociales y medioambientales 
siempre que guarde relación con el objeto del contrato, en la convicción de 
que su inclusión proporciona una mejor relación calidad-precio en la 
prestación contractual, así como, en su caso, una mayor y mejor eficiencia 
en la utilización de los fondos públicos. Igualmente se facilitará el acceso la 
contratación pública de las pequeñas y medianas empresas, así como de 
las empresas de economía social”. 

  
• El artículo 52.3, sobre el Objeto del contrato, contempla la posibilidad de 

clasificar algunos de los lotes en que se divida el contrato como contratos 
reservados, en consonancia con lo establecido en el siguiente punto de este 
análisis que define y regula los contratos reservados a centros especiales de 
empleo y empresas de inserción: 

  
“Artículo 52. Objeto del contrato. 
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1. El objeto de los contratos sujetos a este real decreto-ley deberá ser 
determinado. El mismo se podrá definir en atención a las necesidades o 
funcionalidades concretas que se pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto 
del contrato a una solución única. En especial, se definirán de este modo en 
aquellos contratos en los que se estime que pueden incorporarse 
innovaciones tecnológicas, sociales o ambientales que mejoren la eficiencia 
y sostenibilidad de los bienes, obras o servicios que se contraten. 

  
2. No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir la 
cuantía del mismo y eludir así los requisitos de publicidad o los relativos al 
procedimiento de adjudicación que corresponda. 

  
3. Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, deberá 
preverse la realización independiente de cada una de sus partes mediante 
su división en lotes, pudiéndose reservar lotes de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 65.  

  
No obstante lo anterior, la entidad contratante podrá no dividir en lotes el 
objeto del contrato cuando existan motivos válidos, que deberán 
justificarse debidamente en el expediente, salvo en los casos de contratos 
de concesión de obras…… 

  
• El artículo 65 recoge los Contratos reservados, una reserva obligatoria de 

contratos para Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Social y Empresas 
de Inserción (art. 65.1), y otra potestativa para determinados modelos de 
empresa que reúnen las características de algunas fórmulas empresariales 
de la Economía Social (art. 65.2): 

  
“Artículo 65. Contratos reservados. 
  
1. Las entidades contratantes podrán reservar el derecho a participar en los 
procedimientos de adjudicación de determinados contratos o de 
determinados lotes de los mismos a Centros Especiales de Empleo de 
iniciativa social y a empresas de inserción reguladas en la Ley 44/2007, de 
13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de 
inserción reguladas, respectivamente, en el texto refundido de la Ley 
General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión 
social, aprobada mediante Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de 
noviembre, y en la Ley 44/2007, de 13 de septiembre, para la regulación 
del régimen de las empresas de inserción, que cumplan con los requisitos 
establecidos en dicha normativa para tener esta consideración, o un 
porcentaje mínimo de reserva de la ejecución de estos contratos en el 
marco de programas de empleo protegido, a condición de que el 
porcentaje de trabajadores con discapacidad o en situación de exclusión 
social de los Centros Especiales de Empleo, de las empresas de inserción o 
de los programas sean los previstos en su normativa de referencia y, en 
todo caso, al menos del 30 por 100. 
  
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, mediante Acuerdo del 
Consejo de Ministros o del órgano competente en el ámbito de las 



 

 

Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, se fijarán porcentajes 
mínimos de reserva del derecho a participar en los procedimientos de 
adjudicación, de las entidades contratantes pertenecientes al Sector 
Público, de determinados contratos o de determinados lotes de los mismos 
a las entidades a que se refiere el párrafo anterior. 
  
En el referido Acuerdo del Consejo de Ministros o del órgano competente 
en el ámbito de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, se 
fijarán las condiciones mínimas para garantizar el cumplimiento de lo 
establecido en el primer párrafo de este apartado. 
  
El Acuerdo del Consejo de Ministros a que se refiere este apartado deberá 
adoptarse en el plazo máximo de un año a contar desde la entrada en vigor 
de este real decreto-ley. Si transcurrido este plazo el Acuerdo del Consejo 
de Ministros no se hubiera adoptado, las entidades contratantes del sector 
público estatal deberán aplicar el porcentaje mínimo de reserva del 7 por 
ciento, que se incrementará hasta un 10 por ciento a los cuatro años de la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, sobre el importe global de los 
procedimientos de adjudicación de suministros y servicios incluidos en los 
códigos CPV recogidos en el anexo VI de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre 
celebrados en el ejercicio anterior a aquel al que se refiera la reserva, en los 
términos indicados en el primer párrafo de este apartado.  
  
2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 1, las entidades 
contratantes que sean poder adjudicador podrán reservar a determinadas 
organizaciones el derecho a participar en los procedimientos de licitación 
de los contratos de servicios de carácter social, cultural y de salud que 
enumera el anexo I bajo los códigos CPV 75121000-0, 75122000-7, 
75123000-4, 79622000-0, 79624000-4, 79625000-1, 80110000-8, 
80300000-7, 80420000-4, 80430000-7, 80511000-9, 80520000-5, 
80590000-6, desde 85000000-9 hasta 85323000-9, 92500000-6, 
92600000-7, 98133000-4 y 98133110-8. 
  
Las organizaciones a que se refiere el apartado 1 deberán cumplir todas y 
cada una de las condiciones siguientes: 
a) Que su objetivo sea la realización de una misión de servicio público 
vinculada a la prestación de los servicios contemplados en el apartado 
primero. 
b) Que los beneficios se reinviertan con el fin de alcanzar el objetivo de la 
organización; o en caso de que se distribuyan o redistribuyan beneficios, la 
distribución o redistribución deberá realizarse con arreglo a criterios de 
participación. 
c) Que las estructuras de dirección o propiedad de la organización que 
ejecute el contrato se basen en la propiedad de los empleados, o en 
principios de participación, o exijan la participación activa de los 
empleados, los usuarios o las partes interesadas. 
d) Que el poder adjudicador de que se trate no haya adjudicado a la 
organización un contrato para los servicios en cuestión con arreglo al 
presente artículo en los tres años precedentes. 

  
La duración máxima del contrato que se adjudique no excederá de tres 
años. 



 

 

  
3. En la convocatoria de licitación se hará referencia al presente artículo.” 

  
• El artículo 66, sobre los Criterios de Adjudicación de los contratos, sustituye 

“la oferta económica más ventajosa” por “la mejor relación calidad-precio”, 
además de explicitar diversos ejemplos de criterios sociales a tenerse en 
cuenta en la adjudicación: 

  
“Artículo 66. Criterios de adjudicación del contrato. 
  
1. La adjudicación de los contratos se realizará utilizando una pluralidad de 
criterios de adjudicación en base a la mejor relación calidad-precio. 
… 
  
2. La mejor relación calidad-precio se evaluará con arreglo a criterios 
económicos y cualitativos. Los criterios cualitativos que establezca la 
entidad contratante para evaluar la mejor relación calidad-precio podrán 
incluir aspectos medioambientales o sociales, vinculados al objeto del 
contrato en la forma establecida en el apartado 6 de este artículo, que 
podrán ser, entre otros, los siguientes: 
  
1.º La calidad, incluido el valor técnico, las características estéticas y 
funcionales, la accesibilidad, el diseño universal o diseño para todas las 
personas usuarias, las características sociales, medioambientales e 
innovadoras, y la comercialización y sus condiciones. Las características 
medioambientales se referirán, entre otras, a la reducción del nivel de 
emisión de gases de efecto invernadero y otros contaminantes 
atmosféricos; al empleo de medidas de ahorro y eficiencia energética y a la 
utilización de energía procedentes de fuentes renovables durante la 
ejecución del contrato; y al mantenimiento o mejora de los recursos 
naturales que puedan verse afectados por la ejecución del contrato. 
  
Las características sociales del contrato se referirán, entre otras, a las 
siguientes finalidades: al fomento de la integración social de personas con 
discapacidad, personas desfavorecidas o miembros de grupos vulnerables 
entre las personas asignadas a la ejecución del contrato y, en general, la 
inserción sociolaboral de personas con discapacidad o en situación o riesgo 
de exclusión social; la subcontratación con Centros Especiales de Empleo o 
Empresas de Inserción; los planes de igualdad de género que se apliquen en 
la ejecución del contrato y, en general, la igualdad entre mujeres y 
hombres; el fomento de la contratación femenina; la conciliación de la vida 
laboral, personal y familiar; la mejora de las condiciones laborales y 
salariales; la estabilidad en el empleo; la contratación de un mayor número 
de personas para la ejecución del contrato; la formación y la protección de 
la salud y la seguridad en el trabajo; la aplicación de criterios éticos y de 
responsabilidad social a la prestación contractual; o los criterios referidos 
al suministro o a la utilización de productos basados en un comercio 
equitativo durante la ejecución del contrato.” 

 
  



 

 

• El artículo 105, sobre las condiciones especiales de ejecución del contrato, 
recoge condiciones especiales de ejecución de carácter social y 
medioambiental, además de añadir diversos supuestos ejemplificativos de 
estas consideraciones sociales o medioambientales: 

  
“Artículo 105. Condiciones de ejecución del contrato de carácter social, 
ético, medioambiental o de otro orden. 
  
1. Las entidades contratantes deberán establecer alguna condición especial 
relativa a la ejecución del contrato siempre que estén relacionados con el 
objeto del contrato, en el sentido establecido en el artículo 66.6, sean 
compatibles con el Derecho de la Unión Europea, y se indiquen en el 
anuncio utilizado como medio de convocatoria de licitación o en el pliego 
de condiciones. 
  
En todo caso, será obligatorio el establecimiento en el pliego de 
condiciones de tipo medioambiental o de tipo social pudiendo incluirse 
también condiciones referidas a consideraciones económicas relacionadas 
con la innovación. 
  
2. Las condiciones que regulen la ejecución de un contrato podrán referirse, 
en especial, a consideraciones económicas relacionadas con la innovación, 
de tipo medioambiental o de tipo social. 
  
En particular, se podrán establecer, entre otras, consideraciones de tipo 
medioambiental que persigan: la reducción de las emisiones de gases de 
efecto invernadero, contribuyéndose así a dar cumplimiento al objetivo que 
establece el artículo 88 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 
Sostenible; la prevención y reducción de la contaminación atmosférica 
según establece el artículo 23 de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de 
calidad del aire y protección de la atmósfera, el mantenimiento o mejora 
de los valores medioambientales que puedan verse afectados por la 
ejecución del contrato; una gestión más sostenible del agua; el fomento del 
uso de las energías renovables; la promoción del reciclado de productos y 
el uso de envases reutilizables; o el impulso de la entrega de productos a 
granel y la producción ecológica. 
  
Las consideraciones de tipo social o relativas al empleo, podrán 
introducirse, entre otras, con alguna de las siguientes finalidades: hacer 
efectivos los derechos reconocidos en la Convención de las Naciones Unidas 
sobre los derechos de las personas con discapacidad; contratar un número 
de personas con discapacidad superior al que exige la legislación nacional; 
promover el empleo de personas con especiales dificultades de inserción en 
el mercado laboral, en particular de las personas con discapacidad o en 
situación o riesgo de exclusión social a través de Empresas de Inserción; 
eliminar las desigualdades entre el hombre y la mujer en dicho mercado, 
favoreciendo la aplicación de medidas que fomenten la igualdad entre 
mujeres y hombres en el trabajo; favorecer la mayor participación de la 
mujer en el mercado laboral y la conciliación del trabajo y la vida familiar; 
combatir el paro, en particular el juvenil, el que afecta a las mujeres y el de 
larga duración; favorecer la formación en el lugar de trabajo; garantizar la 
seguridad y la protección de la salud en el lugar de trabajo y el 



 

 

cumplimiento de los convenios colectivos sectoriales y territoriales 
aplicables; medidas para prevenir la siniestralidad laboral; otras 
finalidades que se establezcan con referencia a la estrategia coordinada 
para el empleo, definida en el artículo 145 del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea; o garantizar el respeto a los derechos laborales 
básicos a lo largo de la cadena de producción mediante la exigencia del 
cumplimiento de las Convenciones fundamentales de la Organización 
Internacional del Trabajo, incluidas aquellas consideraciones que busquen 
favorecer a los pequeños productores de países en desarrollo, con los que 
se mantienen relaciones comerciales que les son favorables tales como el 
pago de un precio mínimo y una prima a los productores o una mayor 
transparencia y trazabilidad de toda la cadena comercial.” 
 
 


